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HON. RAFAEL HERNANDEZ COLON 
PRESIDENTE DEL SENADO 


PALABRAS PRONUNCIADAS POR EL HON. PRESIDENTE . 

DEL SENADO, LCDO. RAFAEL HERNANDEZ COLON, EX- 

PLICANDO AL PAIS LA LEY QUE CONCEDE TITULOS DE 

PROPIEDAD A PARCELEROS DE LAS COMUNIDADES 
RURALES 


Compatriotas de las comunidades del Título Quinto 
de la Ley de Tierras: 


Entre las muchas e importantes piezas legislativas que apro- 
bamos en la pasada Sesión de la Asamblea Legislativa, hay una 
a la que quiero hacer referencia especial ante ustedes esta noche. 
Me refiero a la Ley que permite a ustedes los usufructuarios del 
Título Quinto de la Ley de Tierras adquirir el título de propiedad 
£. las parcelas que hoy ocupan en las comunidades rurales. Sobre 
esta legislación se han desarrollado versiones de las más variada 
naturaleza. En mis visitas recientes a distintas comunidades 
me he percatado de que se ha creado confusión con respecto a 
esta ley. En buena medida, esto puede deberse a que, hasta la 
fecha, no se ha comenzado el programa de divulgación, requerido 
por la Ley, para informar los derechos, las obligaciones y las 
responsabilidades de las personas que decidan adquirir sus par- 
celas. Por esa razón he creído indispensable dirigirme a ustedes 
para aclarar aquellos puntos alrededor de los cuales existen ma- 
yores dudas. 


ORIGEN DEL PROGRAMA 


Permítanme ustedes hacer primeramente un resumen de cómo 
se origina el programa de comunidades rurales. La hago con 
el propósito de que no se pierda la perspectiva histórica con res- 
pecto a este importante campo de actividad gubernamental, lo 
que nos sitúa en mejor posición para entender la situación de 
hoy. 


Miles de puertorriqueños vivían en la década de 1930 en con- 
diciones de la mayor miseria. Conseguían trabajo en las ha- 
ciendas de café o los campos de caña, por unas pocas horas al día 
o a la semana y sólo por parte del año. Las condiciones de tra- 
bajo eran generalmente sorpresivas. Vivían en casa ajena, en 
tierra ajena. 


Ese era el caso de Doña Julia Santiago, que ahora vive en las 
Parcelas Capitanejo de Ponce, y que me está escuchando esta 
noche, y era el caso de don Ramón Feliciano en las Parcelas Gue- 
rrero de Aguadilla, quien también me escucha, y de la familia de 
Aguedo de Jesús en la Comunidad Junquito de Humacao, y de 
Don Fausto Mulero, quien vive en Parcelas Minillas de Bayamón, 
todos quienes escuchan este mensaje. 


Eran, en muchos casos, la tierra y las casas de las centrales 
azucareras que extendían sus intereses a toda la gama de activi.- 
dades que tenían que ver con las decisiones fundamentales del 
país en el campo económico, en el social y en el político. Una 
característica de este sistema, que podríamos catalogar como sis- 
tema feudal, era la obligación de quien vivía agregado—en casa 
de otro, en tierra de otro—de trabajar para el patrono en cuyos 
terrenos ubicaba su casa. No hacerlo significaba perder la 
oportunidad de continuar habitando esa casa ajena en terreno 
ajeno. Era un sistema que coartaba la libertad individual en 
lcs más elementales principios de la democracia. 


ORGANIZACION COMUNIDADES 


De ese cuadro agobiante es que surge la idea de libertar a 
aquellos que vivían en tal condición de miseria política y econó- 
mica. Surge así la Ley de Tierras de Puerto Rico en 1941, una 
de cuyas importantes disposiciones provee para la organización 
de comunidades rurales. Se buscaba libertad al hombre de la 
condición denigrante del agrego. Las familias, una vez liberta- 
das del agrego, tendrían un pedazo de tierra en usufructo per- 
petuo, del cual nadie, absolutamente nadie, podría privarlas. 
Tampoco podría embargarse por los acreedores ni la tierra ni la 
estructura enclavada en el solar. Además, habrían de extenderse 
a esas comunidades las facilidades que sólo le eran permitidas 
a los residentes de las zonas urbanas, tales como agua potable, 
energía eléctrica y eventualmente calles pavimentadas, alcanta- 
rillado sanitario y otros servicios. Tenemos numerosos ejem- 


plos en todo el país de comunidades que disfrutan de todos o 
parte de estos servicios. 


Durante los últimos 28 años que la Ley de Tierras ha estado 
en vigor, el Gobierno compró aproximadamente 28,000 cuerdas 
de terreno donde se han establecido alrededor de 409 comunida- 
des en las que viven 75,000 familias en la dignidad de quien posee 
a perpetuidad la tierra que vive. 
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Algunas de estas comunidades son pequeñas y de reciente 
organización. Otras comunidades, como ustedes saben, han sido 
ampliadas una, dos y tres veces. En algunos casos el desarrollo 
económico que ha transformado al país en el espacio de tiempo 
de que estamos hablando ha llevado los límites de la Zona Urbana 
hasta las propias comunidades. Algunas de estas comunidades 
se han fundido totalmente con el pueblo, pasando la antigua co- 
munidad rural a ser parte de la comunidad urbana. 


Es en las circunstancias que acabo de anotar que se aprueba 
la legislación que permita la compra de las parcelas que ocupan 
los ocupantes de éstas en las comunidades rurales. 


Veamos que motiva esta Ley y cuáles son sus disposiciones 
más importantes. Para saber qué es lo que la inspira voy a per- 
mitirme leer integramente, por ser corta, la exposición de moti- 
vos que le introdujo a la misma el Senado de Puerto Rico. Es 
esta exposición de motivos la clara expresión de las razones que 
mueven a la Legislatura de Puerto Rico a la aprobación de la 
Ley. 


RAZON PARA NUEVA LEY 


“Puerto Rico se ha estado confrontando al problema social 
que representan las miles de familias que viven en terreno ajeno. 
En virtud de las disposiciones del Título Quinto de la Ley de Tie- 
rras, se han establecido comunidades rurales en todo Puerto 
Rico, en las que se le ha provisto de parcelas y solares en usu- 
fructo perpetuo a cerca de 75,000 de estas familias. Quedan aún 
alrededor de 18,000 familias que aguardan el día en que puedan 
disfrutar de los beneficios de este programa de vasto alcance 
social. Por esta razón, es de primordial importancia que con- 
tinúe en pleno desarrollo este programa hasta la total eliminación 
del problema que le dió origen. Por otro lado, el éxito del pro- 
grama hace deseable que las familias que han disfrutado las 
parcelas en usufructo perpetuo adquieran título a las mismas y 
que aquellas que las adquieran en el futuro en tal condición, pue- 
dan optar por retener!las en usufructo perpetuo o adquirir el 
pleno dominio de las mismas mediante título de propiedad.” 


LEY NO OBLIGA 


El programa de comunidades rurales se ha extendido, como 
dije anteriormente, a unas 75,000 familias y que aún quedan 
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unas 18,000 familias que aguardan la oportunidad de recibir los 
heneficios de este programa; que consideramos este programa de 
primordial importancia y deseamos que el mismo continúe en 
pleno desarrollo hasta la total eliminación de los agregados en 
Puerto Rico; que debe completarse la extensión de servicios urba- 
nos a estas comunidades que el mismo éxito logrado por el pro- 
grama permite dar un paso adicional facilitando a las personas 
aque así lo deseen, obtener el título de propiedad sobre las par- 
celas que ocupan; y que en los casos de aquellos que así lo deseen 


puedan retenerlas en usufructo perpetuo, como las han tenido 
hasta la fecha. 


Lo primero que hay que poner en claro en cuanto a la Ley 
aprobada es, si una familia que posee una parcela legalmente en 
usufructo está obligada en virtud de la Ley, a adquirirla aún en 
contra de su deseo. La contestación es no. La familia que de- 
see retener en usufructo la parcela que ahora ocupa está en ab- 
soluta libertad de así hacerlo. Nadie puede forzar a esa familia 
a comprar la parcela, si no lo quiere hacer. Nadie puede saca» 
a esa familia de la parcela que ocupa ni despojarla de sus legíti- 
mos derechos—garantizados por la Ley de Tierras al recibir el 
usufructo—porque no quiera comprar la parcela que ocupa. 
Quede esto bien “claro. Ninguna persona que ocupe hoy una 
parcela en una comunidad de Título Quinto está obligada a obte- 
ner el título de propiedad de la parcela que ocupa si así no lo de- 
sea hacer libre y voluntariamente. 


Aquellos que deseen, también libre y voluntariamente, ad- 
quirir sus parcelas, pueden así hacerlo solicitando el título de 
propiedad del Secretario de Agricultura, dentro de un período 
ro mayor de 5 años a partir del 12 de junio de 1969 que es la fe- 
cha en que se aprobó la Ley. Las personas que opten por la com- 
pra de la parcela que ocupan pagarán $1.00 al Secretario de Ha- 
cienda al momento en que se les otorgue la escritura. 


Se puede comprender que ustedes las familias que hoy ocupan 
parcelas en usufructo perpetuo sobre una parcela, en una comu- 
ridad rural, tienen una importante decisión que tomar. Esta 
decisión es si habrán de comprar la parcela o si habrán de con- 
tinuar ccupando la misma en usufructo perpetuo. No es una 
decisión que se debe tomar a la ligera. Es una decisión impor- 


tante. Debe ser el producto de un análisis detenido de las im- 
plicaciones de uno u otro curso de acción. 
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Examinemos qué conlleva el retener la parcela en usufructo. 
Retenerla en usufructo quiere decir ser el dueño de la parcela 
para todos los efectos prácticos, pues la persona tiene el libre uso 
de la misma para los fines para Jos cuales se le concedió, o sea 
para vivienda. Quien así la posee no paga al erario contribucio- 
nes de clase alguna. La parcela no puede ser embargada por 
deudas. Puede vender las mejoras que construya en la parcela 
a otra persona que también cualifique dentro de ley y reglamento. 
Esa misma condición ofrece una protección contra cualquier de- 
cisión de vender innecesariamente o de una decisión no pensada 
adecuadamente, pues las disposiciones de Ley y Reglamento vi- 
gentes no le permitirían vender a una persona que no cualificara, 
cosa que requeriría la aprobación del Gobierno. El usufructo 
tiene la limitación de que el financiamiento de viviendas está 
limitado a aquellos programas auspiciados por el Gobierno, pues 
ia parcela no se puede gravar, excepto para lograr financia- 
miento del Banco de la Vivienda. Una persona que posee una 
parcela en usufructo podría construir su vivienda con el Pro- 
grama de Viviendas a Bajo Costo que auspicia la Administra- 
ción de Programas Sociales o con el Banco de la Vivienda. No 
podría gravar la parcela para financiarse con la banca privada. 
Es posible sin embargo que esta limitación pueda eliminarse per- 
mitiendo el gravamen de las parcelas para el financiamiento de 
viviendas por entidades reconocidas en este campo. Aunque ello 
no es así hoy, creo que esta situación podría mejorarse para aque- 
llos que opten por retener la parcela en usufructo. 


PAGO DE CONTRIBUCIONES 


Las personas que se decidan por comprar la parcela no ten- 
crían limitación en cuanto a venderla a otras personas. Podrían 
gestionar financiamiento para la construcción de sus viviendas 
con cualquier entidad que se dedique a estos fines. Claro está. 
Todas las familias no tienen capacidad económica para conse- 
guir financiamiento con entidades privadas. Conseguir o no fi- 
nanciamiento estaría limitado entre otras cosas, por la cantidad 
que la persona desee tomar prestada y los medios de que disponga 
para hacer los pagos mensuales correspondientes. Entran en 
tuego además otras consideraciones. Por ejemplo, dependiendo 
del valor de la parcela y de la vivienda construida en ella, el dueño 
podría tener que pagar contribuciones al Gobierno cosa que no 
hace ahora. Conviene que cada uno examine su propia situa- 
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ción para saber qué implicaciones tiene en cada caso el pagar 
contribuciones. Además, quien venda la parcela, por disposi- 
ción de la Ley de Contribuciones sobre Ingresos, tiene que figu- 
rar el ingreso proveniente de dicha venta para el pago de contri- 
bución sobre ingresos. La cantidad sujeta a la contribución so- 
bre ingresos dependerá del tiempo que cada persona retenga la 
parcela en su propiedad. Si la vendiere antes de haber trans- 
currido dos años después de adquirir su título, todo el producto 
de la venta estará sujeto al pago de contribución sobre ingresos. 


Esos serían algunos de los factores a considerar. 


En mis conversaciones con familias de comunidades rurales, 
especialmente con amas de casa, éstas han mostrado preocupa- 
ción porque la compra de la parcela facilite la venta posterior y 
estimule así la toma de decisiones que no sean las más juiciosas 
para la seguridad de la familia en la posesión de su hogar donde 
vivir. Debo decir que ese peligro siempre existe y que cada uno 
debe examinar a conciencia cuánto riesgo corre el mismo de to- 
mar una mala decisión y entonces actuar en la forma que mejor 
proteja a su familia de las posibilidades de una mala decisión. 


Estos son puntos sobre los cuales cada usufructuario, en cada 
parcela, en cada comunidad rural, debe estar enterado y debe 
estar en condiciones de hacer la decisión que más convenga a los 
intereses y el futuro de toda su familia. 


Recordando con toda claridad lo que les señalé al principio de 
estas palabras: la nueva Ley no obliga a nadie a obtener título de 
propiedad. El que lo interese debe solicitarlo del Secretario de 
Agricultura, el que no lo interese no tiene que hacer nada, y con- 
tinuará en el pleno disfrute de su parcela como usufructuario a 
perpetuidad sin que nadie pueda quitarle la parcela o parte de 


ella, completamente garantizado de que es suya en usufructo para 
siempre. 


COMUNIDADES URBANAS 


Se ha creado muchísima confusión con una disposición de la 
Ley que afecta las comunidades radicadas en áreas urbanas. En 
estos casos, la Ley limita la adquisición del título por un dólar a 
500 metros de la parcela. Esto es, en aquellas comunidades que 
ya están dentro de los pueblos la parcela que el Gobierno venderá 
por $1.00 tendrá alrededor de 500 metros. La confusión que se 
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ha creado en cuanto a si esa disposición aplica a todas las comu- 
nidades rurales. Permítanme decirlo con la mayor claridad: 
Elsa disposición aplica a un número limitadisimo de las 400 co- 
munidades que hoy existen. 


Según nuestros informes, que a pesar de nuestros esfuerzos, 
la Junta de Planificación no ha podido corroborarnos, las únicas 
comunidades afectadas son las siguientes: 


COMUNIDAD: 


lrizarry—en Adjuntas 

Palmar Novoa—en Aguada 

Cabán y Camaceyes—en Aguadilla 
Torres (San Luis) —en Aibonito 
Marías—en Añasco 

San Francisco, Islote—en Arecibo 

Van Scoy, Minillas—en Bayamón 
Buenaventura, Buenavista—en Carolina 
William Fuertes—en Cataño 
Carrasquillo y Fernández Colón—en Cayey 
Aguas Claras—en Ceiba 

Gándara—en Cidra 

Niágara—en Coamo 

Mameyal—en Dorado 

Beltrán, Espanta Sueño—en Fajardo 
Olimpo (La Carlota) —en Guayama 

Las Magas—en Guayanilla 

Santa Rosa—en Hatillo 

San Romualdo—en Hormigueros 

Río Abajo—en Humacao 

La Mayor—en Isabela 

Jayuya Abajo—en Jayuya 

Cristina—en Juana Díaz 

Muñoz Torruellas—en Las Marías 
Playa Fortuna—en Luquillo 

El Maní, Soledad y Guanajibo—en Mayagiiez 
Sabana—en Moca 

Sabanetas 

Canas 


Amalia Marín de Muñoz Rivera (Reparada) —en Ponce 
Las Dolores 


Hato 

Candal 

Palmar—en Río Grande 

Hill Brothers—en Río Piedras 

Playita—en Salinas 

Playa Santa Isabel y Boca Velázquez—en Santa Isabel 
La González—en San Sebastián 

Matienzo Cintrón—en Trujillo Alto 
Guano—en Utuado 

Espinosa (Carmen) —en Vega Alta 

El Ojo de Agua y Arenales—en Vega Baja 
A. Lluveras—en Yauco 


Quede bien claro que la disposición que acabo de señalar no 
aplica en el caso de las 365 comunidades que todavía están en las 
zonas rurales de Puerto Rico y cuyos residentes no tienen que 
prestarle consideración de clase alguna a tal disposición porque 
no les afecta. 


Para volverlo a repetir, esta disposición de los 500 metros 
básicamente cubre las comunidades que he mencionado por sus 
nombres hace unos minutos. Las demás no están cubiertas y los 
usufructuarios que en estas otras residen no tienen que preocu- 
parse en absoluto por esta disposición. 


En cuanto a las afectadas que son las que mencioné por sus 
nombres, debo añadir lo siguiente: La Ley permite obtener título 
a 500 metros en esos casos por $1.00. Si un familiar ocupa el 
resto de la parcela, también se puede obtener el título al rema- 
nente por $1.00. Si nadie ocupa el resto de la parcela el parce- 
lero podrá obtener el título del exceso sobre 500 metros comprán.- 
dolo al precio en el mercado. El producto de estas ventas se 
invertirá por el Gobierno en mejoras como alcantarillado, etc. a 
la comunidad donde se hizo la venta. 


Finalmente permítanme aclarar que aún en los casos de las 
parcelas en zona urbana que son las que mencioné por sus nom- 
bres y las únicas sujetas a la limitación de los 500 metros, si el 
parcelero desea seguir poseyendo su parcela en usufructo per- 
petuo, puede hacerlo. En otras palabras, que obtener el título 
es un derecho que les da la Ley, no es una obligación. 


He querido traer ante ustedes esta información para evitar 
que siga creándose confusión alrededor de algo que puede expli- 
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carse con claridad y que no hay razón para que no esté claro en 
ias mentes de aquellos afectados, si se explica adecuadamente. 


OTRAS CONSIDERACIONES 


Permítanme informarles sobre otros puntos que en el Senado 
quisimos adicionar para proteger aquellos usufructuarios que 
han actuado de buena fe. Hay personas que poseen una par- 
cela en usufructo legal pero que al casarse el hijo o la hija le han 
permitido construir su casa en una parte de esa parcela. La 
legislación que llegó al Senado trataba esos casos como violadores 
de la Ley y no les hubiese permitido la adquisición de la parcela 
por $1.00 ni al usufructuario ni al familiar. En el Senado en- 
mendamos el Proyecto de Ley para que en estos casos, donde toda 
la violación consistió en un acto generoso de un buen padre o de 
uen familiar, no se considere como una violación de Ley. Las 
personas afectadas están libres para adauirir las parcelas por 
£1.00 si así lo desean. 


Otra disposición importante que le adicionamos en el Senado 
a la legislación que nos llegó de la Cámara de Representantes es 
l1 de asegurarnos que los requisitos que están vigentes ahora 
para cualificar como usufructuarios, no habrán de alterarse sin 
la aprobación expresa de la Asamblea Legislativa. Además, 
quisimos asegurarnos de que las parcelas que se establezcan en 
el futuro y las ventas que se hagan con posterioridad a la apro- 
hación de esta Ley se regirán por las mismas normas que se rigen 
ahora. En otras palabras, que los usufructuarios futuros en las 
comunidades rurales que se establezcan de aquí en adelante ten- 


drán los mismos derechos de aquellos que ya residen en comuni- 
dades rurales. 


Confío que las anteriores observaciones lleven a todos los re- 
sidentes de comunidades rurales una idea mucho más clara sobre 
las disposiciones más importantes de la Ley que les permite com- 
prar las parcelas que poseen en usufructo. Demás está decir 
que continuaremos atentos a la manera en que se implanten las 
disposiciones de esta Ley y que continuaré visitando personal- 
mente las comunidades rurales de Puerto Rico en ánimo de acla- 
rar cualquier concepto erróneo que pueda prevalecer y para co- 
nccer los nuevos problemas que van surgiendo. También con 
nucho gusto contestaré cualquier pregunta que se me pueda en- 
viar por correo y también agradeceré sus sugerencias sobre cómo 
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se pueda mejorar esta Ley. Junto a ustedes iremos buscándole 
solución para que por vía legislativa podamos hacer las propues- 
tas que correspondan en un esfuerzo por asegurar a todos la 
parte que le corresponde del progreso que hemos ido forjando en 
el Puerto Rico en que vivimos. 


Muchas gracias. 
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